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INFORME No. 115/13
PETICIÓN 978-04
DECISIÓN DE ARCHIVO

ARGENTINA

5 de noviembre de 2013
Presunta víctima y Peticionario: 

Jorge Michael Ríos
Violaciones alegadas: 
Artículos 5, 8, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  
Fecha de inicio del trámite:


21 de diciembre de 2006
I. POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 30 de septiembre de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Jorge Michael Ríos (en adelante “el peticionario”) en la que alegó la responsabilidad del Estado argentino por la violación de su derecho a la integridad personal por parte de un agente de policía de la Provincia de Mendoza.

2. El peticionario alegó que el día 3 de agosto de 2001 viajaba en un auto cuando fue perseguido por un vehículo policial en Tupungato.  Señaló que se habría arrojado del vehículo en el que iba y luego habría sido perseguido por un policía.  El peticionario afirmó que el policía intentó dispararle y luego lo golpeó “salvajemente”, aún cuando éste le había demostrado que no estaba armado.
3. El peticionario manifestó que la golpiza le ocasionó diversos daños físicos, como la pérdida de todos los dientes superiores y molares, desviación del tabique, desfiguración del rostro, entre otros; por lo que habría sido llevado al hospital Lagomaggiore para su tratamiento y rehabilitación, y posteriormente habría sido internado en la penitenciaría de Mendoza.  Asimismo, el peticionario aseguró que los tratamientos médicos recibidos habrían sido inadecuados y que habría requerido continuos tratamientos médicos por problemas de salud, a consecuencia de la golpiza.
4. Indicó que contra el policía se habría iniciado un proceso por apremios ilegales, pero que el imputado no habría rendido indagatoria y continuaba en servicio activo.  Asimismo, alegó que había un retardo injustificado tanto en la decisión sobre la responsabilidad penal del policía como en la decisión administrativa de instruir un sumario interno al policía y suspenderlo preventivamente. 

5. A la fecha de presentación de la petición, la presunta víctima indicó que llevaba cumplidos cinco años y 11 meses de su condena de prisión de ocho años y seis meses sin especificar por qué delito fue condenado.  Señalo haber solicitado los beneficios penitenciarios amparados en la ley, por su buen comportamiento, sin que le hayan sido concedidos.  
6. Asimismo, el peticionario manifestó haber sido víctima de abusos de autoridad en la prisión y haber sufrido discriminación al ser de nacionalidad estadounidense y haber solicitado comunicación con la embajada de su país, sin que ésta solicitud haya sido atendida.  Posteriormente habría informado que habría tenido comunicación telefónica con la Embajada estadounidense pero que no tuvo respuesta de los funcionarios consulares a su pedido.
B.
Posición del Estado
7. El Estado alega que el proceso penal iniciado contra la presunta víctima fue por abuso de armas, atentado a la autoridad y daños.  Sobre el proceso iniciado contra el policía el Estado alegó que el juez de instrucción concluyo que las heridas presentadas por la presunta víctima podrían haber sido causadas por el choque que tuvo lugar durante la persecución policial.  Alegó que el peticionario no habría apelado dicha decisión a pesar de haber estado constituido como querellante, por lo que no se habrían agotado los recursos internos.
8. el Estado señaló que el peticionario gozó de libertad condicional hasta que esta fue revocada cuando se acumularon las tres penas impuestas en su contra a un total de ocho años y seis meses de prisión.  Alegó que en enero de 2006 se le concedió a la presunta víctima el régimen de salidas transitorias y que en mayo y diciembre del mismo año se le concedió el régimen de semi libertad y libertad asistida respectivamente.  Alega que el peticionario gozó de todos los beneficios por los cuales habría incluso firmado cada acta de notificación en las que se le informaba del otorgamiento de los mismos.  Indicó que el peticionario tuvo un amplio acceso al régimen progresivo de la pena.  Asimismo alegó que la presunta víctima mantuvo una entrevista con la Vice Consul de los Estados Unidos de América el 2 de octubre de 2005.  Por lo señalado el Estado solicitó el archivo de la petición.  
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
9. El 5 de julio de 2005 el peticionario envió información adicional a su petición.  La CIDH trasladó las partes pertinentes de la petición al Estado Argentino el 21 de diciembre de 2006.  El Estado envió observaciones el 11 de diciembre de 2007, las que fueron trasladadas al peticionario el 25 de marzo de 2008, comunicación que habría sido regresada al remitente porque no se encontró el domicilio.  El 12 de julio de 2012 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario indicando que de no recibirse dicha información en el plazo de un mes ésta podría archivar la petición.
III.
FUNDAMENTOS PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
10. Tanto el artículo 48 inciso b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir dichos motivos, ordenará el archivo del expediente.

11. A pesar de los esfuerzos realizados para ubicar al peticionario la solicitud de información no encontró destinatario, por lo que se ha perdido contacto con el peticionario.  El peticionario no ha tomado contacto con la CIDH desdel 5 de julio de 2005.  Realizado el análisis correspondiente, la Comisión considera que no cuenta con la información necesaria para alcanzar una decisión sobre la petición, a pesar de los esfuerzos para obtener dicha información y que la injustificada inactividad procesal del peticionario constituye indicio serio de desinterés en la tramitación de la petición, por lo que de conformidad al artículo 48 inciso b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 5 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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